
BüE núm. 93. Suplemento Miércoles ¡9 abril 1989 11

8873

:

.. '..,
:.

/.'

'..
',.'.
"

, "

" ,'.
:-,1

, -

,.

, ,
,

,
'.

.. ,

.",,.,
~.

"~

briendo al propio tiempo con nitidez e inconveniente de la propia la
LüLS, tal como se había apreciado por la doctrina.

No parece, pues, que la nonna estatutaria contradiga la LOLS,
tratándose más bien de una regulación que sitúa adecuadamente, en
materia de negociación colectiva, el valor y alcance de la mayor
representatividad, y sin que, en la configuración jurídica de esa
legitimación, constituya un eiemento de inseguridad jurídica la constitu­
ción de la comisión negociadora, cuestión esta última cuya problemá­
tica. en su caso, debe ser resuelta, como así se viene haciendo, por la
jurisprudencia de los Tribunales ordinarios. Asimismo, el no reconoci­
miento de la legitimación para negociar convenios colectivos de ámbito
superior a la empresa a los sindicatos no mencionados en el arto 87.2 de
la LET no viola los 3rts. 7, 28.1 y 37 C.E., pues ese derecho, reconocido
también en el arto 2.2.d) de la LOLS como manifestación de la libertad
sindical se ejercita, como se ha dicho, en los ténninos previstos en las
nonnas correspondientes, que no es una limitación, sino una remisión,
habiendo optado el Estatuto de los Trabajadores por regular una
negociación colectiva de eficacia general que asegure su valor nonna­
tivo, significando la lezitimación más que una representación en sentido
propio, un poder ex lege de actuar y de afectar las esferas jurídicas de
otros (STC 12/1983, de 22 de febrerol.

En estos ténninos, por tanto, no puede decirse que la regulación del
arto 87.2 de la LET sea inconstitucional por violar el arto 7 C.E., como
tampoco lo es respecto de los más preceptos constitucionales invocados.

c) El tercero de los motivos se refiere a la inconstitucionalidad de
la disposición transitoria según la redacción dada por la Ley 32/1984,
por entender que conculca los arts. 90.2, 81, 23.1-, 7. 9.2 y 3, 28.1 y 1 de
la Constitución.

En los fundamentos del recurso relativos a la nonna cuestionada se
alegan, en' primer lugar, derecho en su aprobación parlamentaria,
concretándose, sobre todo, en· la falta de un mensaje motivado del
Senado al suprimir de la LOLS lo que es ahora esta disposición, que se
incluye en la Ley 32/1984, sin una motivación suficiente, lo que debe
unirse al caracter orgánico de la materia afectada, que exige una Ley de
esta naturaleza al regular un derecho fundamental, con lo que se
conculcan los arts. 90.2 y 81 de la Constitución. Por otra parte, la
disposición recurrida conculca la libertad sindical, al estableCer criterios
de preeminencia para algunas organizaciones sindicales, constituyendo
un. atentado a este 'derecho que se aplacen durante dos años estas
elecciones y se prorroguen las calificaciones obtenidas en base -a -las
anteriores, Por ultimo, se ignora el principio de seguridad juridica, al
reconocerse una prórroga sin motivación, equivalente a una duplicación
del mandato electoral anterior. .

La primera causa de impugnación centra su argumentación en la
tramitación parlamentaria de la disposición recurrida, afirmando que ~a
existido una inconstitucionalidad in procedendo de la misma. S10
embaf$o, el motivo aducido, en este caso, no puede ser aceptado, pues,
como 10dica el Abogado del Estado, la circunstancia de que, pese a la
oposición de algún grupo parlamentario, el Congreso de los Diputados
entendiera suficientemente motivada la modificación introducida en el
Pleno del Senado respecto del Proyecto de Ley Orgánica de Libertad
Sindical y el de la Ley 32/1984, es una cuestión que afecta a los actos
internos de las Cámaras en la que no se aprecia, en este caso, que la
inobservancia de los preceptos 'que regulan el procedimiento legislativo,
caso de haber tenido lugar, altere de modo sustancial el proceso de
fonnación de la voluntad en el seno del órgano parlamentario, como
advierte,la STC 99/1987, de 11 de junio, alteración que por otro lado no

- ha sido afirmada por los recurrentes. Es posible que una regulación
como la contenida en la disposición recurrida que, en principio, se iba
a incluir en la LOLS, haya sido incorporada a una Ley Ordinaria ante,
como dicen los recurrentes, el riesgo de la suspensión de esta última por
el recurso previo de inconstitucionalidad que se interpuso, que impedía
mientras se resolvía su aplicación. Pero esta circunstancia, por sí sola,
no es razón suficiente para acoger el motivo del recurso, ya que ~a
regulación de una determinada materia puede depender de la propIa
oportunidad parlamentaria o de la conveniencia legislativa del
momento que hagan aconsejable forme parte de uno y otro texto legal,
siempre que no sea necesaria una Ley Orgánica para esa concreta
materia que se regula ahora en la disposición citada.

Sala primera. Sentencia 58/1989. de 16 de marzo. Recurso
de amparo 725/1987. Contra Sentencia de la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de
Sevil/a. dictada en recurso contra Resoluciones del Alcalde
del Ayuntamiento de Sevilla. Supuesta infracción de garan­
tias procesales.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente, y don Fernando García-Mon y
González-Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús Leguina
Villa, don Luis López Guerra y don Vicente Gimeno Sendra, Magistra­
dos, h~ pronunciado

y este último carácter no orgánico del contenido de la nonna referida
puede deducirse sin dificultades. Aunque la libertad sindical se conciba
como un derecho fundamental y existan aspectos relacionados con ella
que exigen Ley Orgánica en cumplimiento del artículo 87 de la
Constitución, de ello no se sigue que toda materia relacionada con la
libertad sindical exija reserva de Ley Orgánica, si no afecta al desarrollo
del derecho fundamental. En este caso, la disposición transitoria no
incorpora un desarrollo de la libertad sindical, sino una regla respecto
de la renovación de los miembros ·representantes de las organizaciones
sindicales ante las Administraciones Públicas y la duración del mandato
de los' representantes de los trabajadores a la entrada en vigor de la Ley.
Ello se confirma con la dispoSición final segunda de la LOLS, que
atribuye carácter no orgánico a su disposición adicional segunda en la
que, precisamente, se contienen las reglas que fijan la duración del
mandato de los representantes unitarios de los trabajadores.

Todas estas razones, pues, hacen que el recurso por esta causa haya
de ser desestimado.

El segundo de los motivos alegados, que insiste en la vulneración del
artículo 28.1 C.E., debe ser igualmente rechazado. La disposición
transitoria se limita, en realidad, a recoger unas re~as que cubran la
eventual laguna que se produciría a la entrada en VIgor de la Ley. En
efecto, como señala el Abogado del Estado, en aquélla se aborda una
cuestión de derecho intertemporal, en la que se atribuyen efectos
jurídicos con arreglo a la nueva regulación (plazo de cuatro años previsto
en el arto 67.3, primer inciso, de la LEr) al mandato de todos los
representantes de los trabajadores, con independencia de su afiliación a
una u otra organización sindical o de la misma ausencia de sindicación,
que se encontraba en vigor el 4 de agosto de 1984, fecha de publicación
de la Ley 32/1984. De esta manera, por tanto, se atribuyen cónsecuen­
cias respecto de la representación institucional (párrafo l.~, y se acoge
idéntico criterio que el de la pro~ia LET respecto del mandato de la
representación umtaria (párrafo 2.°) bajo la. nueva Ley a una situación
generada durante la vigencia de la legislación anterior en la que, en
efecto, se había reconocido capacidad representativa a unas organizacio­
nes sindicales con la primera finalidad mencionada. Atendidas todas
estas circuntancias y la ya mencionada anteriormente respecto de la
posibilidad de revocación de los representantes, no puede decirse que
con la regulación citada se ignore el principio de seguridad jurídica, sin
que haya de trasladarse aquí, como hacen los Jecurrentes, las reglas
respecto de la elección y mandato de Diputados y Senadores. Por otra
parte, debe insistirse en que la prórroga del mandato de los representan­
tes de los trabajadores tiene lugar al margen de la pertenencia o no a
sindicatos concretos, por lo que el ámbito de aplicación de la norma no
coincide, en este caso, con el de los arts. 7 ó 28.1 de la Constitución.
Sirva este argumento, además, para reconocer, en definitiva, laconstitu·
cionalidad de la disposición recurrida.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional POR LA
AUTORIDAD QUE LE CÓNFIERE LA CONSTITUCIÓN "DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA

Ha decidido

1.0 Que el arto 67.3 de la Ley 32/1984, de 2 de agosto, no es
inconstitucional en el sentido expuesto en el fundamento jurídico 2.°

2.° Desestimar los recursos de inconstitucionalidad acumula­
dos nÚms. 759/84 y 768/84.

Publíquese en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a dieciséis de mano de mil novecientos ochenta y
nueve.-Finnado: Francisco Tomás y Valiente.-F,rancisco Rubio LIo­
rente.-Antonio Troyol Serra.-Fernando García-Mon y González Regue­
ral.-Carlos de la Vega Benayas.-Eugenio Díaz Eimil.-Miguel Rodríguez
Piñero y Bravo Ferrer.-JesÚs ·Leguina Villa.-Luis López Guerra.-José
Luis de los Mozos y de los Mozos.-Alvaro Rodríguez Bereijo.-José
Vicente Gimeno Sendra.-Rubricados.

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 725/1987, promovido por don
Antonio Angel Vela Adame, representado por el Procurador de los
Tribunales don Luciano Rosch Nada! y bajo la dirección letrada de doña
Rosa María Adame Barbeta, contra la Sentencia de 28 de marzo de 1987
de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial
de Sevilla. Ha comparecido el Ministerio Fiscal y el Ayuntamiento de
Sevilla, representado por el Procurador de los Tribunales don Leopoldo
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Puig Pérez de Inestrosa, bajo la dirección letrada de don Enrique Barrero
González, y ha sido Ponente el Magistrado don Luis López Guerra,
Quien' expresa el parecer de la Sala.

L Antecedentes

1. Por escrito que fue presentado en el Juzgado de Guardia para el
Tribunal Constitucional el 27 de mayo de 1987, el Procurador don
Luciano Rosch Nada! interpuso, en nombre de don Antonio Angel Vela
Adame, recurso de amparo contra Sentencia dictada por la Sala de lo
Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Sevilla, de
fecha 28 de marzo de este año, en recurso .contra Resoluciones del
Alcalde del Ayuntamiento de Sevilla de 22 de noviembre de 1984 y 29
de enero de 1985.

2. La demanda se funda en las alegaciones _d~ hecho que a
continuación se resumen: '

A consecuencia de los hechos acaecidos en «Mercasevilla, Sociedad
Anónima», el 29. de, marzo de 1984, en que los miembros de la
Asociación de Receptores y Mayoristas de Pescados se negaron a vender
y, según se afmna, los de la Asociación de Minoristas a comprar, el
AYuntamiento de Sevilla incoó expediente sancionador contra los
Presidentes de ambas Asociaciones, el primero de ellos el hoy recurrente
y el segundo don Manuel Alvarez Sánchez. La propuesta de Resolución
no fue dada a conocer a aquél, s~ún se dice, por lo que hubo de
presentar su escrito de alegaciones SlO conocimiento de la misma. Por
Decreto del Alcalde del Ayuntamiento de Sevilla se impuso al señor
Vela Adame una sanción de retirada de su licencia de mayorista por tres
meses. Al tener acceso al expediente para fonnular 'la demanda
contencioso-administrativa pudo comprobarse que fue iniciado por
infonne que imputaba responsabilidad a las Juntas Directivas de las dos
Asociaciones citadas en pleno, pese a lo cua1la incoación se hizo contra
ambos Presidentes a titulo personal. Tampoco pudo intervenir el señor
Vela Adame en la prueba realizada por el otro expedientado. La
Resolución sancionadora fue confinnada en reposición por otra de 29 de
enero de 1985. Interpuesto contra ambas recurso contencioso-adminis­
trativo, la mencionada sentencia de la Audiencia Territorial lo estimó
parcialmene, reduciendo la sanción a un mes de retirada de la licencia.

Considera el recu.rrente que se ha vulnerado su derecho a la igualdad
ante la Ley, pues en los hechos 'detenninantes de la sanción participaron
tanto los mayoristas como los minoristas, y éstos últimos más activa·
mente, puesto que no sólo se negaron a comprar sino también.a vender.
Sin embargo no se sanciona a los miembros de las dos Asociaciones, ni
siquiera a los de las respectivas Juntas Directivas o a los dos Presidentes,
sino tan sólo a uno de ellos, sin que exista ni en el expediente
administrativo ni en la Sentencia fundamentacióh suficiente y razonable
de esta desigualdad de trato.

También se alega que al no pennitirse al sancionado tener acceso al
expediente administrativo ni, por tanto, articular pruebas, ni habérsele
comunicado la prueba propuesta por, el otro,expedientado, se le ha
causado indefensión, en infracción del art. 24.1, de la Constitución.

En tercer lugar, aunque el señor Vela Adame alegó, como aspecto
fun~~ental.de su recu~ contencioso-administrativo, que no son los
mayonstas, smo la propia empresa «Mercasevilla, Sociedad AnónimID),
la que tiene la obligación de realizar las ventas con su propio personal,
de acuerdo con los arts. 77 y 78 del Reglamento de Régimen Interior de
(<Mercasevilla, Sociedad Anónima», la Sentencia de la Audiencia Terri­
torial declara que «e~ parece que es la cuestión de fondo que late en el
recurso, pero sobre SI es la Empresa o son los mayoristas quienes deben
vender no es'el momento de pronunciarse ahora». De esta manera, la
Sentencia incurre en incongruencia, pues modifica los términos del
debate procesal vulnerando el principio de contradicción, 10 que es
contrario al arto 24.1 de la Constitución. .,

Finalmente se alega que la sanción fue "impuesta. en virtud
del arto 122 del ~eglamento de' Régimen" Interior de «Mercasevilla,
Sociedad Anónima», «suprimido por Sentencia de la misma Sala de lo
Contencioso-Administrativo en el recurso 252/1982, y que fue publicada
en el "Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla" de 14 de junio de
1984». Y aunque este extremo se alegó en el proceso, la Sentencia ahora
impugnada no entra a examinar tal cuestión, continnando la sanción
parcialmente. Se estima que ello constituye una infracción del art. 25.1
de la Constitución.

El recurrente solicita de este Tribunal que declare la nulidad de las
resoluciones administrativas y judiciales objeto del recurso, así como
que se suspenda cautelarmente su ejecución sin fianza alguna.

3. Por providencia de 10 de junio de 1987, la Sección Cuarta del
Tribuna Constitucional acordó, antes de decidir su readmisión o no a
trámite del recurso, requerir al recurrente a fin de que en el plazo de diez
días presentase copia, traslado o certificación de la Sentencia dictada por
la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de
Sevilla, dictada en el recurso mimo 252/1982, publicada en el «Boletín
Oficial» de la provincia de fecha 14 de Junio de 1984.

El recurrente, en escrito de 3 de julio de 1987, manifiesta que no es
posible acompañar copia, traslado o certificación de dicha Sentencia; y

que presenta fotocopia del (<Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla»
en que consta la supresión del art 122 en virtud de la manifestada
Sentencia.

4. Por providencia de 8 de julio de 1987, la Sección acuerda admitir
a trámite la demanda de amparo, y en virtud de lo dispuesto en
el art. 51 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, requerir
atentamente y con carácter de urgencia al Ayuntamiento de Sevilla y
Sala de lo ContencioSO-Administrativo de la Audiencia Territorial de
dicha localidad, a fin de que en el plazo de diez días, remitiesen
testimonio del expediente 6/1984 de la Sección de Consumo del
Ayuntamiento y del recurso contencioso-administrativo núm. 127/1985
en el que se dictó Sentencia el 28 de marzo del presente año,
respectivamente. Igualmente que por la expresada Audiencia Territorial
y Sala de lo Contencioso-Administrativo, se remitiera certificación de la
Sentencia dictada en el recurso contencioso-administrativo núm.
252/1982. Asimismo, que por la mencionada Sara de lo Con\encioso­
AdminiStrativo se emplazase a quienes hubieran sido parte en el recurso
mimo 127/1985, para que pudieran personarse en el proceso constitucio­
nal dentro del plazo de diez dias indicado. Finalmente, acuerda la Sala
fonnar la correspondiente pieza separada para la sustanciación del
incidente de suspensión. -

5. El l,de diciembre de 1,987, la Sección acordó tener por recibidos
los testimonios de las actuaciones remitidos por el Ayuntamiento y
Audiencia Territorial de Sevilla, así como tener por personado y parte
en nombre y representación del excelentisimo Ayuntamiento de Sevilla,
al Procurador don Leopoldo Puig Pérez de Inestrosa. En consecuencia,

-y de acuerdo con 10 dispuesto en el arto 52.1 de la Ley Orgánica del
Tribunal Constitucional, se acuerda dar vista de las actuaciones al
Ministerio Fiscal y Procuradores, señores Rosch Nadal y Púig Pérez de
Inestrosa, a fin de que en e.1 plazo común de veinte dias pudieran
fonnular las alegaciones que estimaran pertinentes.

·6.- El 22 de diciembre de 1987, la representación del recurrente
manifiesta ratificarse en el eScrito de interposición del recurso planteado
en. su día. .

7. El 28 de diciembre siguiente el Ministerio Fiscal presenta escrito
de alegaciones en que, tras enumerar los·antecedentes del caso, se indica
que nos hallamos ante un recurso de amparo que se encauza a través de
los arts. 43 y 44 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, esto es,
tanto contra resoluciones administrativas como contra una decisión
judicial. No obstante, en ningún momento' en el recurso previo se hizo
la invocación que previene el art. 44.1, b) de la LOTC, con lo que al
recurso de amparo hay que tenerlo por inadmisible. Pasando al examen
de los motivos objeto del recurso, manifiesta el Ministerio Fiscal que el
primero de los derechos constitucionales cuya vulneración se aduce es
el de igualdad al no haberse sancionado también al Presidente de la
Asociación de Minoristas, Sin que' se haya ofrecido un fundamento
suficiente y razonable para dar tratamiento distinto a uno y otro
expedientado. El Ministerio Fiscal indica que la igualdad es exigible
desde la legalidad, de suerte que quien recibe el tratamiento que la Ley
prescribe no puede alegar como motivo de desigualdad que otro caso
que reputa igual haya recibido otro trato. No puede, en consecuencia,
hablarse de que el demandante ha sufrido desigualdad con relevancia
constitucional al ser sancionado él y no además otra persona.

La falta de tutela judicial. parece situarla la demanda en que la
, Sentencia no resolvió si el sancionado, efectivamente, tenía la obligación

de vender pescado. Pero no es en realidad que la Sentencia omitiera tal
extremo, S100 que simplemente manifestó que no era cuestión sobre la
que hubiera de pronunciarse. No se ha producido, pues, una incongruen­
cia que origine indefensión al alterar los ténninos del debate.

En cuanto a la indefensión, queda situada en el expediente sanciona­
dor, no en la actuación procesal de la parte, aduciéndose diversas
irregularidades cometidas en ese expediente. Pero, apane de no haberse
invocado en su momento el derecho constitucional vulnerado, la
alegación no es fundada, pues es irrelevante el que el recurrente no
conociera la prueba realizada por el otro expedientado, y las irregulari­
dades que se aducen con respecto al procedimiento no tienen dimensión
constitucional en cuanto no provocan indefensión. Como pone de
relieve la Sentencia de la Audiencia, el interesado participó activamente
en la instrucción y conoció todos los pasos que se fueron dando. No
debe, por tanto; caber apreciar que haya resultado indefenso.

En cuanto al derecho a un proceso debido se confunde en la
fundamentación de la demanda con el de defensión que se acaba de
considerar, por lo cual hay que tener por reproducido lo dicho
anterionnente. Tampoco puede estimarse que se haya violentado el
derecho a utilizar las pruebas pertinentes, debid.o a que la Sala no aceptó
segú,n se dice, diversa práctica de prueba. El pleito fue recibido a prueba,
pero la Sala tuvo por practicada la testifical al no resultar impugnadas
de contrario las actas notariales referidas, cumpliéndose así con lo que
dispone el arto 74.3 de la Ley de la Jurisdicción. El derecho a probar en
los juicios no es ilimitado pues se trata de pruebas pertinentes, esto es,
que convengan al caso para aportar un elemento de juicio al juzgador,
que es quien debe resolver sobre su conveniencia. En este caso, lo hizo
razonablemente y no es sostenible pensar que lesione el arto 24 C.E.
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Finalmente, en cuanto a la violación del principio de legalidad
sancionadora proclamada en el arto 25.1, debe descartarse, ya que el
recurrente fue sancionado en virtud de una norma, el Reglamento del
régimen interior y normas de los mercados centrales y matadero de
Mercasevilla, en vigor en ese momento, sin que sea admisible el motivo
de amparo planteado sin ningún rigor. está claro Que aun cuando figure
el art. 122, apartado e) 2, de tal reglamento en la resolucIón administra~

tiva sancionadora, se trata de un simple error Que el artículo aplicado
es el 123. apartado e) 2, que establece la sanción de retirada temporal de
la licencia de tres a seis meses, justamente la sanción que se le impuso
al expedientado. Por lo Que el Ministerio Fiscal entiende que el recurso
de amparo debe ser desestimado.

8. Con fecha 28 de diciembre de 1987, el representante del
Ayuntamiento de Sevilla presenta escrito de ale~aciones en Que se
afirma Que la Sentencia de lo Contencioso de la AudIencia Territorial no
ha cometido vulneración alguna de los derechos fundamentales que se
invocan. No se comprende cómo ha podido vulnerar la Sala un derecho
a la igualdad que no ha sido planteado en el curso de los autos; tampoco
se comprende la vulneración por la propia Sentencia del derecho a la
tutela Judicial efectiva, en cuanto que el recurrente disfrutó de un
procedImiento judicial con todas las garantías y obtuvo una resolución
fundada en cuanto al fondo, que fue parcialmente estimatoria. Tampoco
ha vulnerado la Sala el derecho a la legalidad penal ya que ha llegado
a su conclusión tras el estudio de los preceptos que determinan la
disciplina que ha de regir en el mercado de abastos y sanciona las
infracciones Que puedan comet'erse.

El actor, en el curso del proceso judicial, sólo alegó cuestiones de
legalidad ordinaria e intenta convertir al Tribunal Constitucional en una
segunda instancia al socaire de unas pretendidas infracciones constitu­
cionales en el acto administrativo Que no invocó en la instancia judicial,
lo Que debiera conducir a la inadmisión del recurso y en este trámite a
su total desestimación.

Niega la representación del Ayuntamiento de Sevilla que se haya
infringido el derecho de igualdad, al no tratarse las situaciones compara­
das de situaciones iguales, al darse circunstancias diversas en cada una
de ellas. Tampoco se ha vulnerado el derecho a la defensión jurídica. a
la vista del transcurso del procedimiento judicial y administrativo. Yen
cuanto al derecho a la legalidad penal, debe destacarse Que no se trata
de una, sanción penal, sino administrativa, por lo que no existe exigencia
de ley sancionadora en sentido fonual, bastando el precepto administra­
tivo correspondiente, todo ello con independencia de que los Ayunta­
mientos poseen, por expreso ministerio de la Ley, la correspondiente
potestad san~ionadora. Por todo ello suplica a la Sala se dicte Sentencia
desestimando el amparo solicitado.

9. Por providencia de 13 de marzo de 1989, se acordó señalar el día
16 de marzo siguiente, para deliberación y votación de la presente
Sentencia,

II. Fundamentos júrídicos

1. El presente recurso, como resulta claramente de su petitum final,
se dirige tanto frente a la resolución sancionadora de 22 de noviembre
de 1984 del Ayuntamiento de Sevilla confirmada por la de 29 de enero
de 1985, como frente a la Sentencia de la Sala de lo Contencioso­
Administrativo de la Audiencia Territorial de esa misma ciudad, dictada
en el recurso 127/1985. Y ello, tanto para mantener esta última
Sentencia al menos parcialmente, la resolución administrativa impug·

. nada, como por causar, ppr sí misma, vulneraciones de derechos
protegibles en la vía de amparo.

A la vista de este carácter doble del recurso, es necesario analizar en
primer lugar, las alegaciones Que exponen tanto el Ministerio Fiscal
como la representación del Ayuntamiento de Sevilla en el sentido de que
concurriría frente a la impugnación relativa a la sanción administrativa,
la' causa de inadmisibilidad resultante de lo previsto en el arto 44.1, b),
de la LOTC, en el sentido de Que no habrían sido oportunamente
invocados los derechos constitucionales presuntamente vulnerados con
ocasión del recurso contencioso-administrativo interpuesto. Ahora bien.
a este respecto ha de decirse Que, examinadas las actuaciones remitidas
a este Tribunal, en el escrito de demanda dirigido a la Sala de lo
Contencioso-Administrativo, con fecha 20 de julio de 1985, el recurrente
hace expresa referencia a la producción de indefensión asi como a la
actividad discriminadora por parte del Ayuntamiento, invocando igual­
mente en forma expresa los arts. 24 (tanto en su núm. l.0 como en el 2.°)
y 14 de la Constitución; y, en su escrito de conclusiones, de fecha 2 de
abril de 1986, se hace referencia a la nulidad de la sanción impuesta, ~r
aplicación de un precepto sancionador anulado por la jurisdiCCIón
contencioso-administrativa. Por tanto, y en relación con los diversos
motivos del amparo, ha de considerarse pertinente entrar en el análisis
de fondo de las cuestiones Que se plantean.

2. En lo Que se refiere a la invocación que en el recurso se hace del
quebrantamiento del principio de legalidad que establece el arto 25 de
la C.E., el recurrente hace radicar tal quebrantamiento en Que se le aplicó
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una sanción prevista en el arto 122 del Reglamento del Régimen interior
y normas de los mercados centrales y matadero de Mercasevilla, cuando
tal artículo, según se mantiene, había sido «suprimido por Sentencia de
la misma Sala de lo Contencioso-Administrativo en el recurso 252/1982
y Que fue publicada en el "Boletín Oficial de la Provincia de Sevilla" de
14 de junio de 1984». El Fiscal, a este respecto, indica Que es evidente
Que, SI bien la Resolución administrativa -sancionadora cita como su
base nonnativa el art. 122 c) 2 del Reglamento mencionado, es claro Que
se está ante un simple error. ya Que la nonna Que se aplicó fue, con toda
evidencia, el art. 123 c) 2, Que establece como sanción para las falras
muy $f3ves «la proposición al Municipio de retirada temporal de la
licenCia de tres a seis meses». Pues bien, es menester concurrir con el
Ministerio Fiscal en Que la cita Que Ía resolución administrativa
impugnada efectúa del arto 122 c) 2 del mencionado Reglamento, es
unicamente resultado de un error de transcripción, y Que en realidad se
aplicó el art. 123 e) 2, ya Que el arto 122 ni establece sanciones de ningun
tipo, ni se halla dividido ni subdividido en apartados o epígrafes. Y es
revelador al respecto (y muestra Que la cita del art. 122 resulta de un
mero error) el Que en la contestación a la demanda, en el procedimiento
contencioso-administrativo, la representación del Ayuntamiento sancio­
nador se refiera al arto 123 c) 2 y no, en modo alguno, al 122, irrelevante
a este respecto. Por ello, no cabe estimar el motivo fundado en la alegada
vulneración del principio de legalidad, al no haberse aplicado, como se
ha visto, precepto alguno anulado.

3. ContinuandO con el análisis de las alegaciones Que se efectuan
respecto a la actividad sancionadora, administrativa, procede tener en
cuenta seguidamente la pretendida vulneración Que se aduce del
principio de igualdad, derivada de Que no se sancionó también al
Presidente de la Asociación de Minoristas que habría participado, según
el recurrente. en los hechos Que dieron lugar a la sanción del Ayunta­
miento. Pues bien, esta alegación no puede admitirse por dos motivos.
Primeramente, porque no se acredita ni resulta de los antecedentes que
fueran iguales las situaciones Que se comparan. La sanción se impuso a
título personal al recurrente, según se deduce de los documentos
aportados, en razón de una conducta atribuida al mismo -negarse a
participar en las operaciones comerciales y a explicar las razones de esta
negativa, incitar a los demás representantes a la misma ilegal postura,
provocar con su actitud graves tensiones cOlllo.§ minoristas de pescado­
Que no aparece realizada por otras personas con las Que se compara, por
lo Que se le considera único responsable. En este sentido, no cabe
sostener Que se ha infringido el principio de igualdad, pues no se
demuestra, como constituye carga de Quien alega tal infracción, que se
hayan realizado los mismos hechos por personas no sancionadas. Pero
además, y aparte de ello, oe acuerdo con lo Que señala el Fiscal, y como
este Tribunal ha manifestado repetidamente, la igualdad ha de enten­
derse como igualdad en la legalidad; es decir, que la posible no
aplicación de una le)' (en este caso, de un precepto sancionador) a un
tercero, no supone la ilegitimidad de su aplicación a aquellos Que se
sitúan en los supuestos de hecho contemplados en la nOpIla e.n cuestión~
inde\'Cndientemente, claro está, de la eventual eXIstenCIa de una
deSVIación de poder, apreciable por las instancias competentes. En
resumen, declarada probada la conducta del actor en la Sentencia
recurrida, no puede este Tribunal, por impedírselo el art. 44.1 b), de su
Ley Orgánica, entrar a conocer de los hechos y, menos aún, admitir, por
la mera alegación del recurrente, Que otros fueron igualmente autores de
los mismos o semejantes hechos.

4. Igualmente carece de fundamento la alegación de indefensión en
el procedimiento administrativo sancionador. Este Tribunal, efectiva­
mente, ha señalado Que las garantias previstas en el art. 24.2 de la
Constitución son aplicables, además de en el proceso penal, en los
procedimientos administrativos sancionadores, con las modulaciones
que resulten de su diferente naturaleza. Ahora bien, también este
Tribunal ha señalado Que no toda infracción de naturaleza procesal o
procedimental adquiere relieve constitucional, sino unicamente en el
supuesto de Que hayan redundado en la efectiva infracción de las
garantías procesales constitucionalmente previstas, causando ¡ndefen·
sión o privando de otra manera al afectado de tales garantías. En el
presente caso, y por lo Que resulta de las actuaciones, no cabe apreciar
que tal indefensión se haya producido. El no conocimiento por parte del
recurrente de la prueba realizada por el otro expedientado (y después no
sancionado) no resulta en forma alguna en indefensión de ningún tipo,
pues el desconocer lo manifestado por un tercero en otro expediente, no
supone colocarle al hoy recurrente en una situación de indefensión, si
tuvo oportunidades de alegar 10 Que estimó oportuno en el expediente
Que a- él se refería.

En esta misma línea, y a la vista tambiéJ:l de las actuaciones, es
evidente Que el interesado participó activamente en la instrucción del
expediente así como Que conoció todos los pasos Que se fueron dando
en el mismo, contestando al pliego de cargos, efectuando también
alegaciones frente a la propuesta de resolución, y formulando en su
momento recurso de reposición. Todo ello pennite afirmar Que tuvo
suficiente oportunidad de defenderse a lo largo del procedimiento
sancionador de que se trata.
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5. Con referencia a la falta de tutela judicial. el demandante la sitúa
en que la Sentencia no resolvió si efectivamente el hoy recurrente tenía
o no la obligación de efectuar ventas de pescado. Pero este motivo
jurídico carece de contenido constitucional. Que la Sentencia no entrara
a examinar uno de los argumentos jurídicos de la parte demandante (el
relativO a que la obligación de vender fuera de «Mercasevilla, Sociedad
Anónima»,·y no de los mayoristas) no supone alterar los términos del
debate procesal ni mucho menos causa indefensión a aquella parte que
pudo alegar cuanto estimó conveniente. La Sentencia no omitió pronun­
ciamientos al efecto, sino que expresó manifiestamente que no procedía
pronunciarse sobre esa cuestión por ser irrelevante para el fondo del
asunto. No hay incongruencia con dimensión constitucional en cuanto,
como se vio, no origina indefensión, al no alterar los términos del debate
ni reducir O disminuir las posibilidades de defensa. La Sala, con mayor
o menor acierto, dentro de un problema de mera legalidad, no atribuyó
importancia al alegato juridico de que se trata, para fundar su fallo. Itero
razonado éste con base en otras consideraciones juridicas que la Sala
consideró relevantes, no queda infringido el derecho a la tutela judicial
efectiva.

6. También se alega que se ha vulnerado el derecho a utilizar las
pruebas pertinentes, al no haber aceptado la Sala Que se practicaran
diversas pruebas, es decir, que declararan en presencia judicial varios
testigos cuyos testimonios constaban en actas notariales aportadas a los
autos. Pues bien, el pleito se recibió a prueba y la Sala tuvo por
pr¡¡cticada la testifical al no resultar impugnadas de contrario las actas

Sala primera. Sentencia 59/1989, de 16 de marzo. Recurso
de amparo 854/1987. Contra Atito del Tribunal Central de
Trabajo, dictado en procedimiemo sobre invalidez perma~
nente. que declaró desierto el recurso de suplicación prepa~
rada debido a extemporaneidad de la constitución del
depósito exigido por el arto 181 LPL. Lesión del derecho a
la tutela judicial efectiva.

La Sala Primera deLTribunal Constitucional, compuesta por don
Francisco Tomás y Valiente, Presidente, don Fernando Garcia~Mon y
González·Regueral, don Carlos de la Vega Benayas, don Jesús Leguina
Villa, don Luis López Guerra y don José Vicente Gimeno Sendra,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 854/87, interpuesto por el Procurador
don Rafael Delgado Delgado en nombre de «Mutual Cyclops, Mutua
Patronal de Accidentes de Trabajo», asistida por el Letrado don Juan
Luis Albert Caballero, contra el Auto del Tribunal Central de· Trabajo
de: 29 de abril de 1987, dictado en el recurso de suplicación
núm. 4.311/87. Han comparecido el Ministerio Fiscal, el Instituto
Nacional de Seguridad Social, representado por el Procurador señor
Granados Weil y la Tesoreria General de Seguridad Social, representada
por el Procurador señor Pul~ Arroyo. Ha sido Ponente el Magistrado
don Jesús Leguina Villa, qUien expresa el parecer de la Sala.

1. Antecedentes

1. Don Rafael Delgado Delgado, en nombre y representación de la
empresa Mutual Ciclops (Mutua Patronal de Accidentes de Trabajo)
interpone recurso de amparo con fecha de 22 de Junio de 1987, frente
al Auto del Tribunal.Central de, Trabajo (Ten de 28 de abril de 1987,
dictado en procedimiento sobre invalidez permanente. Invoca
los arts. 14 y 24 de la Constitución.

2. Los hechos a IQS que se contrae la demanda. según se exponen
e~ la misma, son en síntesis los siguientes:

a) Don F1orencio Delgado Rivera, Que prestaba servicios en la
empresa «Uralita. Sociedad Anónima>~, presentó demanda de declara.
ción de incapacidad permanente total por accidente de trabajo frente al
Instituto Nacional de Seguridad Social (lNSS), la Tesorería General de
Seguridad Social (TSGSS), la .empresa Uralita y la Entidad «Mutual
Cyclops». La Sentencia de Magistratura de Trabajo núm. 7 de Sevilla
de 25 de junio de 1985 estimó la demanda y declaró la incapacidad
permanente total del trabajador.

b) Contra esa Sentencia recurrió--en suplicación «Mutual Cyclops~),

a cuyo efecto consignó el capital coste de la renta (9.423.891 pesetas); no
obstante, olvidó hacer el depósito de 2.500 pesetas exigido por
el arto 181 de la Ley de Procedimiento Laboral (a pesar de Que lo había
ofrecidh en el momento de anunciar el recurso), si bien dicho depósito
fue efectuado una vez transcurrido el plazo para interponer el recurso.

notariales referidas. Debe, en este caso, dársele la razón al Ministerio
Fiscal en cuanto que se cumplió con lo que se dispone lo previsto en
el arto 74.3 de la Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.
Corresponde, en todo caso, al Juzgador, apreciar la conveniencia de las
pruebas propuestas. Y en el presente caso, tal apreciación se hizo
razonadamente y, por lo tanto, no puede considerarse que se haya
vulnerado el arto 24, al negarse la Sala a la práctica de una prueba,
negativa Que se razona y que, además, versa sobre algo de cuya
constancia ya se disponía. sin contradicción.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, POR LA
AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA NACIÓN
ESPAÑOLA

Ha decidido

Denegar el. amparo solicitado por don Antonio Angel Vela Adame.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del Estado~~.

Dada en Madrid a dieciséis de marzo de: mil novecientos ochenta y
nueve.-Francisco Tomás y Valiente.-Fernando Garcia-Mon y Gonzá­
lez-Regueral.-Carlos de la Vega Benayas.-JesÚs Leguina ViIla.-Luis
López Guerra.-Vicente Gimeno Sendra.-Firmado y rubricado.

Magistratura de Trabajo dio trámite al recurso de suplicación, pero
el TCT, mediante Auto de 28 de abril de 1987, lo declaró desierto, por
cumplimiento extemporáneo de lo dispuesto en el arto 181 LPL. .-

3. Contra esta última resolución judicial se interpone recurso de
amparo, por presunta violación de los arts. 14 y 24 de la Constitución.
Alega la entidad demandante, en primer lugar, Que el Auto del TCT
lesiona el derecho a la tutela judicial efectiva, pues ha cerrado el camino
del recurso mediante una interpretación exceSIvamente rigida de la Ley,
habida cuenta de Que la falta de depósito no se debió a una actuación
culpable o dolosa del recurrente, sino simplemente al olvido. A ello se
añade Que también se ha vulnerado el principio de igualdad, puesto que,
siendo el depósito una especie de tasa judicial, no es explicable Que se
mantenga tras la Ley de 24 de diciembre de 1986, sobre supresión de
tasas judiciales. Solicita, por todo ello, la nulidad de la resolución
judicial impugnada, y el reconocimiento de su derecho a Que se entienda
interpuesto y debidamente formalizado el recurso de suplicación.

4. Mediante providencia de 8 de julio de 1987, la Sección Tercera
del Tribunal Constitucional (Sala Segunda) acuerda tener por inter­
puesto recurso de amparo en nombre de la Entidad «Mutual Cyclops,
Mutua Patronal de Accidentes de Trabajo)), y conceder un plazo de diez
días a la solicitante de amparo para que acredite fehacientemente la
fecha de notificación de la resolución recurrida, a ,efectos del cómputo
del plazo establecido en el arto 44.2 de la LOTe. Como respuesta a este
requerimiento -notificado el día 16 de julio-, la entidad demandante de
amparo presenta escrito con fecha de 23 de julio de 1987 al Que
acompaña certificación expedida por Magistratura de Trabajo núm. 7
de Sevilla en la Que se hace constar que la resolución recurrida fue
notificada efectivamente el día 4 de junio de 1987.

5. Por providencia de 23 de septiembre de 1987 la Sección acuerda
admitir a trámite el recurso planteado por «Mutual Cyclops» y, a tenor
de lo dispuesto en el arto 51 de la LOTC, requerir atentamente al
Tribunal Central de Trabajo ya, Magistratura de Trabajo núm. 7 de
Sevilla para Que en el plazo de diez días remitan testimonio del recurso
de su,plicación núm. 4.311/87 y de los autos núm. 578/1986, interesán­
dose al propio tiempo el emplazamiento de Quienes fueron parte en
dichos procedimientos, con excepción de la recurrente, para que en el
plazo de diez días puedan comparecer en este proceso de amparo.

6. Por escrito registrado con fecha 26 de octubre de 19~7, don José
Granados Weil, en nombre del Instituto Nacional de Seguridad Social
(INSS), suplica Que se ten~a a esta Entidad por comparecida y parte en
el proceso y que se entIendan con dicho Procurador las sucesivas'
diligencias.

7. Por escrito registrado con fecha 27 de octubre de 1987, don Luis
Pulgar Arroyo. en nombre de la Tesoreria General de la Seguridad Social
(TGSS), suplica Que se tenga por personada a dicha Entidad en el
presente recurso y Que se entiendan con dicho Procurador las sucesivas
diligencias.

8. Por providencia de 17 de noviembre de 1987 la Sección acuerda
tener por recibidas las actuaciones remitidas por el TCT y por Magistra­
tura de Trabajo núm. 7 de Sevilla, tener por personados y parte a los
Procuradores señores Granados Weil y Pulgar Arroyo en nombre,


